PROYECTO DE COMUNICACIÓN

La Cámara de Diputados de la Provincia, vería con agrado que el Poder ejecutivo deje sin efecto el Decreto Nº 1365 del 1 de julio de 2005, por el cual transfiere las competencias funcionales para entender en la temática de las personas con discapacidad, a la orbita de la Secretaría de Estado de Promoción Comunitaria, cesando en las mismas el Ministerio Coordinador. 

FUNDAMENTOS:

Sr. Presidente:

La Ley nº 12.257, modificatoria de la Ley Nº 10.101 - Orgánica de Ministerios -, expresa en su Artículo 2°, sobre las funciones del MINISTRO COORDINADOR:  Inc.3, “Entender en la coordinación y superintendencia administrativa entre los diferentes ministerios y secretarías, para el cumplimiento de los objetivos propuestos por el Poder Ejecutivo y para el desarrollo de la actividad administrativa que en razón de la materia involucre la competencia de distintas áreas de la administración pública provincial.”; y en su Inc. 13:“Las funciones de coordinación y superintendencia enunciadas precedentemente serán ejercidas de manera tal que integren coherente y  armónicamente todas las actividades administrativas asignadas según un principio de especialización funcional.” 

Estos párrafos sintetizan uno de los aspectos prioritarios de la función del Ministerio Coordinador que es el de articular las diversas actividades ejercidas por la Administración Pública Provincial, garantizando la “coherencia y armonía” indispensables para una gestión moderna y eficiente.

Esa modalidad resulta especialmente pertinente cuando entre las temáticas a gestionar se encuentran cuestiones de competencia simultánea de distintas áreas e incluyen diversos aspectos de la administración, como es el caso de la discapacidad.

Resulta sencillo observar que la problemática de la discapacidad involucra tanto cuestiones de inclusión y seguridad social, como sanitarias, urbanísticas (infraestructura,  transporte público), laborales, productivas, educativas, culturales, deportivas, de vivienda, legales e institucionales; Todas ellas atravesadas, a su vez, por la perspectiva de los Derechos Humanos, y de las que se desprenden intervenciones de orden administrativo, financiero y político. 

Esta sumatoria de competencias, requiere el concurso de prácticamente todos los Ministerios y Secretarías de Estado del Gobierno de la Provincia, ya que la discapacidad no es propia de una condición particular de género, edad o situación social.

Así lo interpreta el Decreto Nº 49/2004, referente a la conformación de la COMISIÓN PROVINCIAL PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD, que expresa en sus considerandos: “…que … debe adecuarse el Decreto Nº 1.173/98 sobre la composición de la Comisión Provincial para Personas con Discapacidad,…correspondiendo su presidencia al Sr. Ministro Coordinador, y una de las vocalías al Sr. Ministro de Salud”.

“Que asimismo, se considera conveniente ampliar la integración de la Comisión Provincial para Personas con Discapacidad, con dos nuevas vocalías, correspondientes al Señor Ministro de la Producción, y al Señor Secretario de Estado de Derechos Humanos. Esta ampliación, debe también tener su correlato en el Comité Técnico”. 

Y en su Artículo 1: Dispónese la constitución de la Comisión Provincial para Personas con Discapacidad creada por la Ley Nº 9.325 (t.o. Decreto Nº 00307/99), la que quedará integrada de la siguiente manera:

Presidente: Señor Ministro Coordinador.

Vocales: Señores Ministros de la Producción, Educación y Salud.

Señores Secretarios de Estado de Promoción Comunitaria, de Trabajo y Seguridad Social y de Derechos Humanos.

Comité Técnico: Un (1) delegado titular y uno (1) suplente por cada una de las jurisdicciones gubernamentales precedentemente mencionadas, designados y removidos por acto expreso del titular de la misma.

Comité Asesor: a) Cuatro (4) representantes de las Organizaciones No Gubernamentales sin fines de lucro de atención al discapacitado, reconocidas e inscriptas en la Dirección Provincial de Rehabilitación dependiente del Ministerio de Salud, o el organismo que en el futuro la sustituya; a razón de uno (1) por cada una de las regiones provinciales.

b) Cuatro (4) representantes de las Municipalidades y Comunas del territorio provincial, a razón de uno (1) por cada una de las regiones provinciales.

En declaraciones ofrecidas al diario El Litoral, de fecha 4 de julio de 2005, el actual viceministro Coordinador, expresa la intención de crear una Subsecretaría de Coordinación “…para interactuar con los asistentes técnicos de cada jurisdicción…” “El objetivo es mejorar la gestión, sobre todo para dinamizar las acciones…””La idea es tener una relación permanente con las jurisdicciones para que no se produzcan demoras ni desviaciones en las gestiones, que es uno de los problemas instalados en el nivel público”  “…se intentará trabajar en línea directa con los referentes ministeriales, para coordinar las políticas de cada área”. Hasta allí, las declaraciones del Sr. Viceministro Coordinador, ratificando la letra y el espíritu de la Ley 12.257, arriba citada.

Posteriormente, en la misma nota periodística se expresa: ”…se resolvió “simplificar” la estructura del Ministerio a través de un par de áreas que pasarán a otras jurisdicciones. Es el caso de la Dirección de Discapacidad, que pasará a la órbita de Promoción Comunitaria creando a su vez una subsecretaría específica”.

Es en este último párrafo donde se evidencia una incoherencia con el “objetivo de mejorar la gestión, sobre todo para dinamizar las acciones” expresado anteriormente. 

Según se desprende de las palabras del Sr. Viceministro, el accionar de este ministerio se orienta a agilizar los acuerdos, las decisiones y la ejecución de las respuestas en pro de una administración más eficiente. Se infiere pues, que es intención de las nuevas autoridades que esta superintendencia permita dinamizar la burocracia y hacer más fluidas las sucesivas instancias administrativas. 

En esta inteligencia, la propuesta de transferir la “Dirección de Discapacidad” o la Comisión Provincial para personas con discapacidad, de un ámbito de coordinación interministerial, al reducido espacio de una Secretaría de Estado, resulta a todas luces inconveniente y contrario al mandato expresado en la citada Ley 12.257, produciendo un acto administrativo que obligaría a dicha Comisión a gestionar en cada Ministerio y/o Secretaría  toda acción que involucre otras decisiones; en una situación de manifiesta disparidad frente a organismos de mayor rango. 

Dicha tramitación, cuya extensión en el tiempo, exposición a diversos criterios interpretativos y  obstáculos propios de la cultura organizacional, suelen provocar demoras y perjuicios innecesarios, además de contravenir el espíritu de creación del Ministerio Coordinador, redundaría en detrimento de los derechos de las personas con discapacidad contemplados en todas las Convenciones, Declaraciones y Pactos Internacionales a los cuales adhiere nuestra Constitución. 

Por todo ello, es que solicitamos a nuestros pares nos acompañen con la aprobación del presente proyecto.

